Primera lectura de un Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a la iniciativa de decreto planteada por el Gobernador del Estado, para reformar las Fracciones XVII, XVIII y XXX del artículo 67; la Fracción V del artículo 73; la Fracción XXIII del artículo 82; el primer párrafo del artículo 135 y el segundo párrafo de la Fracción I de este artículo; el segundo párrafo, la Fracción IV del apartado “A” y las Fracciones III, IV y V del apartado “B” del artículo 136; los artículos 137 y 138; el segundo párrafo del artículo 143; el primer párrafo del artículo 146; el primer párrafo del artículo 148; el primer párrafo del artículo 163; y los párrafos primero y tercero del artículo 165, de la Constitución Política del Estado de Coahuila.

Segunda lectura, discusión y, en su caso, aprobación de un Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a una iniciativa de reforma a la Fracción XLVI del artículo 67 de la Constitución Política del Estado, planteada por los Diputados Lorenzo Dávila Hernández y Genaro Eduardo Fuantos Sánchez, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, y por el Diputado Virgilio Maltos Long, del Partido del Trabajo.

Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de dictámenes en cartera:

Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, relativo a la designación de Presidente Municipal Interino de Abasolo.

Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a una iniciativa de reforma y adición al artículo 52 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila, planteada por el Diputado César Flores Sosa, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura, relativo a  la Iniciativa de Decreto propuesta por el C. Gobernador Constitucional del Estado, para reformar las fracciones XVII, XVIII y XXX del artículo 67; la fracción V del artículo 73; la fracción XXIII del artículo 82; el primer párrafo del artículo 135 y el segundo párrafo de la fracción I de dicho artículo; el segundo párrafo, la fracción IV del apartado “ A ” y las fracciones III, IV y V del apartado “ B ” del artículo 136; los artículos 137 y 138; el segundo párrafo del artículo 143; el primer párrafo del artículo 146; el primer párrafo del artículo 148; el primer párrafo del artículo 163; y los párrafos primero y tercero del artículo 165, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; y,

 RESULTANDO

PRIMERO.- Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 21 de abril del año en curso, se dio cumplimiento al trámite de segunda lectura de la iniciativa de Decreto propuesta por el C. Gobernador Constitucional del Estado, que reforma diversos preceptos de la Constitución  Política del Estado, disponiendo se turnara a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, para estudio y dictamen.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales la Iniciativa de Decreto propuesta por el C. Gobernador Constitucional del Estado, para reformar las fracciones XVII, XVIII y XXX del artículo 67; la fracción V del artículo 73; la fracción XXIII del artículo 82; el primer párrafo del artículo 135 y el segundo párrafo de la fracción I de dicho artículo; el segundo párrafo, la fracción IV del apartado “ A ” y las fracciones III, IV y V del apartado “ B ” del artículo 136; los artículos 137 y 138; el segundo párrafo del artículo 143; el primer párrafo del artículo 146; el primer párrafo del artículo 148; el primer párrafo del artículo 163; y los párrafos primero y tercero del artículo 165, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; y,

CONSIDERANDO

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 97, 102 fracción I, 103 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen. 

SEGUNDO.- La  Iniciativa de Decreto propuesta por el C. Gobernador Constitucional del Estado, para reformar las fracciones XVII, XVIII y XXX del artículo 67; la fracción V del artículo 73; la fracción XXIII del artículo 82; el primer párrafo del artículo 135 y el segundo párrafo de la fracción I de dicho artículo; el segundo párrafo, la fracción IV del apartado “ A ” y las fracciones III, IV y V del apartado “ B ” del artículo 136; los artículos 137 y 138; el segundo párrafo del artículo 143; el primer párrafo del artículo 146; el primer párrafo del artículo 148; el primer párrafo del artículo 163; y los párrafos primero y tercero del artículo 165, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, se basa en las consideraciones siguientes:

“ El Tribunal de lo Contencioso-Administrativo se ha constituido como uno de los reclamos más sentidos de la comunidad, al considerarse indispensable la existencia de un órgano judicial en que los particulares puedan dirimir las diferencias que pudieren surgir entre ellos y el actuar diario de las autoridades de la Administración Pública del Estado y de los Municipios.

Y es que, si la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos concibe el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo como una potestad de las entidades federativas y si la mayoría de éstas ya cuentan con Tribunales en ésta materia formalmente creados y en funciones, resulta imperativo que en Coahuila se establezca este órgano especializado.

La intención de crear el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo en el Estado, nació algunos años atrás y se han hecho diversos intentos para formalizar su creación; sin embargo, hasta el día de hoy ello no ha sido posible.

Es así como el 21 de Junio del 2005, mediante el Decreto No. 412, se adicionó la Constitución Política del Estado de Coahuila, para establecer un Tribunal al que se denominó Tribunal Administrativo, como Órgano Especializado del Poder Judicial del Estado. Dicha adición se efectúo en el Artículo 136, en el que entre otros supuestos. se incluyeron los requisitos que deben satisfacer aquellas personas que aspiran a ocupar el cargo de Magistrado en el Poder Judicial del Estado, ya sea en el Tribunal Superior de Justicia, en el Tribunal Electoral, o en el llamado Tribunal Administrativo.

Sin embargo, al momento de prever los requisitos que deben concurrir en quienes deseen desempeñar una de éstas funciones jurisdiccionales, no se procuró la congruencia de los que deben satisfacerse para cada una de ellas, ni se tuvo en cuenta los que se exigen para ser Ministro de la H. Suprema Corte de la Nación referencia constitucional obligada para definir esos requisitos.

Dicho en otras palabras, si el llamado Tribunal Administrativo se gestó como parte del Poder Judicial del Estado, los requisitos para ser Magistrado de ese órgano, debieron ser los mismos que los de Magistrado del Tribunal Superior de Justicia o del Tribunal Electoral y sin lugar a dudas, los mismos que exige la Constitución General de la República como condición para desempeñar alguno de estos cargos.

Lo anterior es un imperativo de nuestra Ley Fundamental, previsto en el artículo 116, fracción III párrafo tercero, que remite al Artículo 95 del mismo ordenamiento en el que en las fracciones I a la V, se especifican los requisitos para ser nombrado Ministro del más Alto Tribunal del País, mismos que también deben concurrir en la designación de los Magistrados de los Estados..

Como una consecuencia jurídica de la situación planteada, con fecha 10 de Agosto del 2005, el Gobernador del Estado fue notificado sobre la Acción de Inconstitucionalidad No. 24/2005, promovida por el Procurador General de la República, solicitando la invalidez del Artículo 136, Apartado B,  fracción III, secciones 2, 3, 4, 6 Y 7 de la  Constitución Local, al considerar, correctamente, que el contenido de dichos preceptos contrarían a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que es incuestionable que cuando se trata de establecer los requisitos necesarios para desempeñarse como Magistrado en los Poderes Judiciales Locales, deben guardarse los lineamientos que la Ley Suprema del País establece para poder ocupar el cargo de Ministro de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación.

En esta tesitura, el Gobierno del Estado busca con esta reforma, no sólo subsanar la cuestión relativa a los requisitos que deben cumplirse para ser nombrado Magistrado, sino allanar el camino para que en el menor tiempo posible, pueda crearse el órgano especializado por razón de la materia para dirimir las controversias de naturaleza administrativa que se susciten entre los órganos del Poder Público y los particulares, cumpliendo así, no sólo una justa demanda social para conformar una nueva instancia judicial que enriquezca la administración de justicia, sino para que ella constituya una ventana más de comunicación y transparencia entre el quehacer diario gubernamental y la comunidad coahuilense.

También es esta oportunidad propicia para enmendar el nombre del órgano que en la Reforma del 21 de junio del 2005 se le nominó Tribunal Administrativo, en lugar de Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, que es la denominación con la que lo identifica la Constitución General de la República al autorizar su creación por parte de las entidades federativas; a cuyo efecto, se proponen reformas a diversos preceptos de la Constitución del Estado en los que indebidamente se utiliza aquél nombre. Además, la denominación Tribunal Administrativo no es jurídicamente adecuada, pues con esa expresión la Doctrina identifica el órgano que forma parte del Poder Ejecutivo y realiza funciones jurisdiccionales; que no es el caso, pues en esta iniciativa se plantea que el órgano forme parte del Poder Judicial; y si ello es así, el calificativo "contencioso", condice con la función esencial de este Poder, cual es el de dirimir los conflictos o controversias; por el contrario, si sólo se emplea el calificativo "administrativo", en el ámbito judicial este término se circunscribe a la jurisdicción voluntaria que por su naturaleza implica la ausencia de contienda.

Así mismo, en la iniciativa de reforma se acota la esfera de competencia del Tribunal de nueva creación circunscribiéndola a las controversias que se susciten entre los particulares y las autoridades de la Administración Pública del Estado o de los Municipios, dejando a salvo para estos últimos las atribuciones que en esta materia les otorgan otros ordenamientos legales aplicables.

Finalmente, se propone la adición a la fracción V del artículo 73 y de la fracción XXIII del artículo 82 de la Constitución Política del Estado, para conformar un todo armónico en orden a los diversos órganos y autoridades que intervienen en los nombramientos de los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia,  del Tribunal Electoral y del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo.

Un artículo transitorio prevé que el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo deberá iniciar sus funciones una vez que se expida la Ley de Justicia Administrativa que regulará sus actuaciones y se apruebe la partida presupuestal necesaria para sufragar sueldos del personal y gastos administrativos. Ello permitirá que en el lapso se finiquite la acción de inconstitucionalidad planteada y el Tribunal de lo Contencioso​ Administrativo surja libre de vicios de origen.

Cabe mencionar que esta reforma constitucional implicará la reforma de algunos artículos de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado; entre otros los artículos 80, 81, 92 y derogar el 80 bis, en los que se establecen los requisitos para ser Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral y del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo.

Por las razones anteriormente expuestas y con fundamento por lo dispuesto en el Artículo 196, fracción 1, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, me permito someter a esa Honorable Legislatura para su estudio, resolución y, en su caso, aprobación la siguiente iniciativa de: Decreto” 

TERCERO. El apartado “B” del artículo 136 de la Constitución Política del Estado de Coahuila, regula la estructura y funcionamiento del “ Tribunal Administrativo ”, en los términos siguientes:

(ADICIONADO APARTADO B, P.O. 21 DE JUNIO DE 2005)

“ B. El Tribunal Administrativo es un órgano especializado del Poder Judicial, dotado de autonomía constitucional, independencia y de plena jurisdicción conforme a las bases siguientes:

I.
Funcionará con una Sala Superior y Salas Distritales, en los términos que establezca la ley.

II.
La Sala Superior se integrará por tres magistrados numerarios y tres magistrados supernumerarios.

III.
Para ser magistrado del Tribunal Administrativo se requiere: 
1.
Ser ciudadano mexicano por nacimiento y coahuilense, en pleno ejercicio de sus derechos políticos y civiles.
2.
Tener título oficial de licenciado en derecho y haber ejercido la profesión cinco años por lo menos.

3.
No haber desempeñado un cargo de elección popular federal, estatal o municipal, durante los últimos cinco años inmediatos a la fecha de su designación.

4.
No haber desempeñado un cargo de Secretario de la Administración Pública Estatal o Director General de una entidad paraestatal, durante los últimos cinco años inmediatos a la fecha de su designación.

5.
Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito doloso que amerite pena de prisión de más de un año; pero si se tratare de robo, fraude, falsificación, abuso de confianza u otro que lastime la buena fama en concepto público, inhabilitará para el cargo cualquiera que haya sido la pena.

6.
No tener más de sesenta y cinco años de edad, ni menos de treinta, el día en que tome posesión del cargo.

7.
Tener residencia en el estado durante los últimos cinco años, salvo el caso de ausencia por desempeño de cargo público al servicio de la federación, del estado o del municipio.

IV.
El Tribunal Administrativo será competente para resolver en los términos de esta Constitución y la ley, sobre:

1.
El juicio administrativo y demás impugnaciones de naturaleza administrativa en contra de actos u omisiones de los poderes del estado, de los municipios, de los órganos públicos autónomos o cualquier de otra entidad pública, que violen normas constitucionales o legales.

2.
Las quejas, juicios y las impugnaciones en materia de responsabilidad administrativa, gubernamental o patrimonial, presentadas en contra de los servidores públicos de los poderes Ejecutivo y Legislativo, de los Municipios, órganos públicos autónomos u de otras entidades públicas.

3.
El juicio de nulidad y demás recursos en materia fiscal.

4.
Las demás controversias de naturaleza administrativa que determinen las leyes.

V.
La administración, vigilancia y disciplina del Tribunal Administrativo corresponderán, en los términos que señale la ley, al Consejo de la Judicatura del Estado. El Presidente del Tribunal Administrativo formará parte del Consejo de la Judicatura siempre con voz y voto únicamente en los asuntos que le competan al Tribunal que preside.”

A su vez los artículos 116 fracciones III y V y 95 fracciones  I a V de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establecen lo siguiente:

“Artículo 116.- El poder público de los estados se dividirá, para su ejercicio, en Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y no podrán reunirse dos o más de estos poderes en una sola persona o corporación, ni depositarse el Legislativo en un solo individuo.

Los Poderes de los Estados se organizarán conforme a la Constitución de cada uno de ellos, con sujeción a la siguientes normas:

III.- El Poder Judicial de los Estados se ejercerá por los tribunales que establezcan las Constituciones respectivas

Los Magistrados integrantes de los Poderes Judiciales Locales, deberán reunir los requisitos señalados por las fracciones I a V del artículo 95 de esta Constitución. No podrán ser Magistrados las personas que hayan ocupado el cargo de Secretario o su equivalente, Procurador de Justicia o Diputado Local, en sus respectivos Estados, durante el año previo al día de la designación.

V.- Las Constituciones y leyes de los Estados podrán instituir Tribunales de lo Contencioso-Administrativo dotados de plena autonomía para dictar sus fallos, que tengan a su cargo dirimir las controversias que se susciten entre la Administración Pública Estatal y los particulares, estableciendo las normas para su organización, su funcionamiento, el procedimiento y los recursos contra sus resoluciones.”

Artículo 95.- Para ser electo Ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se necesita:

I.- Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos políticos y civiles;

II.- Tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos el día de la designación;

III.- Poseer el día de la designación, con antigüedad mínima de diez años, título profesional de licenciado en derecho, expedido por autoridad o institución legalmente facultada para ello;

IV.- Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito que amerite pena corporal de más de un año de prisión; pero si se tratare de robo, fraude, falsificación, abuso de confianza y otro que lastime seriamente la buena fama en el concepto público, inhabilitará para el cargo, cualquiera que haya sido la pena, y

V.- Haber residido en el país durante los dos años anteriores al día de la designación; y

VI.- No haber sido secretario de estado, jefe de departamento administrativo, Procurador General de la República o de Justicia del Distrito Federal, senador, diputado federal ni gobernador de algún Estado o Jefe del Distrito Federal, durante el año previo al día de su nombramiento.
Establecido lo anterior, le asiste la razón al C. Gobernador Constitucional del Estado, cuando en la exposición de motivos del Decreto que ahora se estudia y dictamina, sostiene que los requisitos para ser Magistrado del  llamado Tribunal Administrativo, al ser gestado como parte del Poder Judicial del Estado,  debieron ser los mismos que se exigen para ser Magistrado del Tribunal Superior de Justicia, o del Tribunal Electoral; y, sin lugar a dudas, los mismos que exige la Constitución General de la República como presupuesto para acceder a alguno de estos cargos. 

Así las cosas, la reforma que ahora se propone a los preceptos constitucionales locales, armonizan la legislación estatal con la normatividad establecida en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

En efecto, por una parte se expresa que la Institución debe ser denominada “ Tribunal de lo Contencioso Administrativo ” y no “ Tribunal Administrativo ”; ello no solamente porque el calificativo de “ contencioso ”, conviene más a la esencia de dicho tribunal, que es la de regular los conflictos que surjan entre los gobernados  y las dependencias del Poder Ejecutivo o de la Administración Municipal; sino además, porque es la forma en que la Constitución General de la República designa a dicha dependencia.

Por otra parte, las reformas propuestas ajustan  con la Constitución General de la República los requisitos para ser magistrado del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, con lo cual se busca no solamente subsanar la discrepancia existente entre la Constitución local  y la general, sino allanar el camino para que en el menor tiempo posible se resuelva la Acción de Inconstitucionalidad 24/2005, promovida por el Procurador General de la República, en la que cuestiona precisamente esa divergencia, de modo tal  que la creación del Tribunal de lo Contencioso Administrativo surja libre de vicios de origen.

Por las razones expuestas, esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, considera apropiado aprobar la Iniciativa de Decreto propuesta por el C: Gobernador Constitucional del Estado y estima pertinente someter a consideración y en su caso aprobación del pleno el siguiente 

PROYECTO DE DECRETO

ÚNICO.-  Se reforman las fracciones XVII, XVIII y XXX del artículo 67; la fracción V del artículo 73; la fracción XXIII del artículo 82; el primer párrafo del artículo 135 y el segundo párrafo de la fracción I de dicho artículo; el segundo párrafo, la fracción IV del apartado “ A ” y las fracciones III, IV y V del apartado “ B ” del artículo 136; los artículos 137 y 138; el segundo párrafo del artículo 143; el primer párrafo del artículo 146; el primer párrafo del artículo 148; el primer párrafo del artículo 163; y los párrafos primero y tercero del artículo 165, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar en los términos siguientes: 
Artículo 67. .............

I. a XVI....... ............

XVII. Otorgar o negar su aprobación a los nombramientos de los magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral y del Tribunal de lo Contencioso ​Administrativo del Poder Judicial, que les someta el Gobernador del Estado, en los términos de esta Constitución y las leyes.

. .....................

XVIII. Conocer de las renuncias y de las licencias de los diputados, del gobernador, de los magistrados del Tribunal Superior de Justicia., del Tribunal Electoral y del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, así como de los miembros de los Ayuntamientos y Concejos Municipales;

XIX a XXIX. ..................

XXX. Establecer las normas para la organización y funcionamiento del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo del Poder Judicial, en los términos que establece esta Constitución y las leyes.

XXXI a XLVIII. .............

Artículo 73. .....................

I a IV. ..............…………

V. Otorgar o negar su aprobación a los nombramientos de magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral y del Tribunal de lo Contencioso​- Administrativo, que les someta el Gobernador del Estado, en los términos de esta Constitución y las leyes. Igualmente, en su caso, recibir la protesta de Ley al Gobernador y a los magistrados.

VI. a VIII. .................

Artículo 82. ...............

I a XXII. ...................

XXIII. Someter al Congreso del Estado, en los términos de esta Constitución, los nombramientos de Magistrados Numerarios y Supernumerarios del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral y del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo.

XXIV a XXIX. .................

Artículo 135. El poder Judicial se deposita, para su ejercicio, en el Tribunal Superior de Justicia, en el Tribunal Electoral, en el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, en los Tribunales Distritales, en los Juzgados de Primera Instancia, cualquiera que sea su denominación, en el Consejo de la Judicatura y en los demás órganos jurisdiccionales que con cualquier otro nombre determinen las leyes.

...............................

I.- ...........................

Los magistrados del Tribunal Electoral y del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo del Poder Judicial durarán en su encargo seis años a partir de la fecha en que surta efectos su designación.


II.- .................................

Artículo 136. .................

La competencia, procedimientos, organización y atribuciones del Tribunal Electoral, del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, los Tribunales Distritales, de los Juzgados de Primera Instancia cualquiera que sea su denominación, y de los demás órganos jurisdiccionales que determinen las leyes, así como las facultades, deberes y responsabilidades de los servidores públicos judiciales, se regirán por lo dispuesto en las leyes según los principios de esta Constitución. .

A. ..............

I. a III. ........

IV. 
Para ser Magistrado del Tribunal Electoral deberán cumplirse los requisitos 
establecidos en el Artículo 138 de esta Constitución.

V. a XII. .......

B. El Tribunal de lo Contencioso-Administrativo es un órgano especializado del Poder Judicial, dotado de autonomía constitucional, independencia y de plena jurisdicción conforme a las bases siguientes:

I. y II..........

III. 
Para ser Magistrado del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo deberán cumplirse los requisitos establecidos en el Artículo 138 de esta Constitución.

IV. 
El Tribunal de lo Contencioso-Administrativo conocerá y resolverá las controversias que se susciten en relación con la legalidad, interpretación, cumplimiento y efectos de actos, procedimientos y resoluciones de naturaleza administrativa y fiscal, que emitan, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar las autoridades de la Administración Pública del Estado y de los Municipios, cuya actuación afecte la esfera jurídica de los particulares, en los términos que determine la ley de la materia y los demás ordenamientos aplicables.

V. 
La administración, vigilancia y disciplina del Tribunal de lo Contencioso ​- Administrativo corresponderán, en los términos que señale la ley, al Consejo de la Judicatura del Estado. El Presidente del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo formará parte del Consejo de la Judicatura siempre con voz y voto únicamente en los asuntos que le competan al Tribunal que preside.

Artículo 137. El Pleno y las Salas del Tribunal Superior de Justicia del Estado, el Tribunal Electoral, el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo y los Tribunales Distritales, están facultados para formar jurisprudencia local en los términos que establezca la ley.

Artículo 138. Para ser nombrado Magistrado del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral o del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, se requiere:

I.
Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos políticos y civiles;

II.
Tener, cuando menos, treinta y cinco años cumplidos el día de su designación;

III.
Poseer el día de la designación, con antigüedad mínima de diez años, título profesional de licenciado en derecho, expedido por autoridad o institución legalmente facultada para ello;

IV.
Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito que amerite pena corporal de más de un año de prisión; pero si se tratare de robo, fraude, falsificación, abuso de confianza y otro que. lastime seriamente la buena fama en el concepto público, inhabilitará para el cargo cualquiera que haya sido la pena;

V.
Haber residido en el Estado durante los dos años anteriores al día de la designación, y

VI.
 No haber ocupado el cargo de Secretario del Ramo o su equivalente, en la Administración Pública Estatal, de Procurador General de Justicia en el Estado, de Diputado local, de Presidente Municipal o alguno de los cargos a que se refiere el artículo 95, fracción VI de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, durante el año previo al día de su nombramiento.

Los nombramientos de los Magistrados deberán recaer preferentemente entre aquellas personas que hayan servido con eficiencia, capacidad y probidad en la impartición de justicia o que se hayan distinguido por su honorabilidad, competencia y antecedentes profesionales en el ejercicio de la actividad jurídica.

Artículo 143. ..................

El Consejo de la Judicatura estará integrado por seis Consejeros, uno de los cuales será el Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Estado, quien lo presidirá con voz y voto de calidad; uno designado por el Ejecutivo del Estado; uno designado por el Congreso del Estado; un Magistrado del Tribunal Superior de Justicia, un Magistrado de Tribunal Distrital y un Juez de Primera Instancia, que serán los de mayor antigüedad en el ejercicio de los respectivos cargos. Los Presidentes del Tribunal Electoral y del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo. formarán parte siempre del Consejo con voz, pero sólo tendrán voto cuando se traten de asuntos relativos a los Tribunales que presiden.

...............

...............

...............

...............

...............

...............

Artículo 146. Los nombramientos de los magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral y del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, serán hechos por el Gobernador del Estado de la lista de candidatos que le presente el Consejo de la Judicatura y sometidos a la aprobación del Congreso, o en su caso, de la Diputación Permanente, cuando proceda, el que la otorgará o negará dentro del improrrogable término de cinco días.

...............

...............

...............

Artículo 148. Los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral y del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, al iniciar el ejercicio de su cargo, rendirán la protesta de ley ante el Congreso del Estado y, en sus recesos, ante la Diputación Permanente.

....................

....................

Artículo 163. Podrán ser sujetos de juicio político los diputados del Congreso del Estado; el gobernador del Estado; los secretarios del ramo; el procurador general de justicia; los subsecretarios; los subprocuradores de justicia; los directores generales y los directores de las dependencias del Poder Ejecutivo; los magistrados del Tribunal Superior de Justicia; los magistrados del Tribunal Electoral; los magistrados del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo; los magistrados de los Tribunales Distritales; los jueces de primera instancia; los presidentes, regidores y síndicos de los Ayuntamientos del estado; los integrantes de los concejos municipales; los directores generales o sus equivalentes de las entidades paraestatales y paramunicipales; y los titulares de los organismos públicos autónomos, cualquiera que sea su denominación.

..................

Artículo 165. Para proceder penalmente contra el gobernador del Estado; los diputados del Congreso del Estado; los magistrados del Tribunal Superior de Justicia; los magistrados del Tribunal Electoral; los magistrados del Tribunal de lo Contencioso​ - Administrativo; los magistrados de los Tribunales Distritales; los jueces de primera instancia; los secretarios del ramo; el procurador general de justicia; los presidentes, regidores y síndicos de los Ayuntamientos; los integrantes de los concejos municipales; y los titulares de los organismos públicos autónomos, cualquiera que sea su denominación, por la comisión de delitos durante el tiempo de su encargo, el Congreso del Estado deberá declarar mediante resolución de las dos terceras partes del total de sus miembros, si ha o no lugar a proceder contra el inculpado, sujetándose a la garantía de audiencia.

..................

Si el Congreso declara que ha lugar a proceder, el inculpado quedará a disposición de las autoridades competentes, para que actúen con arreglo a la ley. Cuando se trate del gobernador del Estado, de los diputados al Congreso del Estado, de los magistrados del Tribunal Superior de Justicia,. de los magistrados del Tribunal Electoral, de los magistrados del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo y los titulares de los organismos públicos autónomos, cualquiera que sea su denominación, éstos quedarán sujetos a la acción del Pleno del Tribunal Superior de Justicia, el cuál fallará en definitiva. previas las formalidades esenciales del procedimiento y con audiencia del inculpado, del Ministerio Público y del acusador, si lo hubiere.

................. 

.................

.................

.................

.................

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO. El Poder Legislativo del Estado expedirá la Ley de Justicia Administrativa que regulará la competencia, procedimientos, organización y atribuciones del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, que iniciará sus actuaciones una vez aprobada la partida presupuestal para su operación.

TERCERO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, a 8 de Mayo de 2006.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

DIP. FRANCISCO SARACHO NAVARRO  
DIP. ROMÁN A. CEPEDA GONZÁLEZ

               COORDINADOR

DIP. JUAN ALEJANDRO DE LUNA GONZÁLEZ 
DIP. DEMETRIO ZUÑIGA SÁNCHEZ

DIP. GUADALUPE SERGIO RESÉNDIZ BOONE
DIP. JOSÉ IGNACIO MÁYNEZ VARELA

DIP. JESÚS MANUEL PÉREZ VALENZUELA
DIP. VIRGILIO MALTOS LONG.

DIP. LORENZO DÁVILA HERNÁNDEZ
Dictamen de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura, relativo a la Iniciativa de Reforma a la Fracción XLVI del artículo 67 de la Constitución Política del Estado, para actualizar su referencia a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, presentada por los Diputados Lorenzo Dávila Hernández y Genaro Fuantos Sánchez del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática y por el Diputado Virgilio Maltos Long, del Partido del Trabajo; y,

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 21 de marzo del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales la Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO. Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales la Iniciativa de Reforma a la Fracción XLVI del artículo 67 de la Constitución Política del Estado, para actualizar su referencia a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, presentada por los Diputados Lorenzo Dávila Hernández y Genaro Fuantos Sánchez del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática y por el Diputado Virgilio Maltos Long, del Partido del Trabajo.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, tanto por el acuerdo de la Mesa Directiva del Pleno, como por lo dispuesto en los artículos 97, 102 Fr. I y 103 Fr. I de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

SEGUNDO.  La Iniciativa de Reforma a la Fracción XLVI del artículo 67 de la Constitución Política del Estado, para actualizar su referencia a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, presentada por los Diputados Lorenzo Dávila Hernández y Genaro Fuantos Sánchez del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática y por el Diputado Virgilio Maltos Long, del Partido del Trabajo se basa en las consideraciones siguientes:

Dentro de las atribuciones, que la Constitución Política del Estado, le otorga al Congreso, se encuentra la señalada en la fracción XLVI del artículo 67, que dispone: "Solicitar la protección de los Poderes de la Unión, en los casos a que se refiere el artículo 122 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos."

Es importante señalar que esta fracción fue adicionada al artículo 67, de la Constitución Local, en la reforma publicada por el Periódico Oficial del Estado, de fecha 27 de enero de 1984.

Ahora bien, el artículo 122 de la Constitución Federal, vigente, regula el régimen interior del Distrito Federal. Esto es así en virtud de las reformas constitucionales de 1993, publicadas en el Diario Oficial de la Federación, de fecha 25 de octubre de ese año.

Antes de esa fecha, el artículo 122 nunca había sido modificado. El texto original del constituyente de 1917, se había conservado en los siguientes términos: "Los Poderes de la Unión, tienen el deber de proteger a los Estados contra toda invasión y violencia exterior. En cada caso de  sublevación o trastorno interior, les prestarán igual protección, siempre que sean excitados por la Legislatura del Estado o por su Ejecutivo, si aquella no estuviere reunida."

Con la reforma al 122, el texto anterior fue adicionado, como primer párrafo, al artículo 119 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, adición que fue publicada, como ya se precisó, en octubre de 1993.

De lo anterior se desprende que, en la fracción XLVI del artículo 67, se hace referencia a los casos que establece el vigente, primer párrafo, del artículo 119 de la Constitución Federal, por lo que, con el propósito de establecer congruencia formal entre ambos cuerpos normativos, se propone la reforma en los siguientes términos:

ARTÍCULO 67. Son atribuciones del Poder Legislativo:

I al XLV. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

XLVI. Solicitar la protección de los Poderes de la Unión, en los casos y términos establecidos por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

XLVII Y XLVIII. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

TERCERO. 
Con todo acierto observan los autores de la Iniciativa que ahora se dictamina, que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establecía la  protección federal para los Estados en su artículo 122; el cual, efectivamente, hasta antes de la reforma de 25 de octubre de 1993, conservó su texto original, que era del tenor literal siguiente:

“ Artículo 122.- Los Poderes de la Unión tienen el deber de proteger a los Estados contra toda invasión o violencia exterior. En cada caso de sublevación o trastorno interior, les prestarán igual protección, siempre que sean excitados por la Legislatura del Estado o por su Ejecutivo, si aquélla no estuviere reunida.”

En esa tesitura, el 27 de enero de 1984 se publicó en el Periódico Oficial del Estado la adición al  artículo 67 de la Constitución Política local, para establecer en la fracción XLVI, como atribución del Poder Legislativo, solicitar la protección de los Poderes de la Unión, en los casos a que se refiere el artículo 122 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Así las cosas, la reforma a la Carta Magna de 25 de octubre de 1993, reestructuró constitucionalmente el Distrito Federal; y el texto original del artículo 122, se adicionó al artículo 119 como primer párrafo, por lo que  la remisión de la Constitución Política local al precepto mencionado en primer término, en la actualidad resulta inadecuada; y por ende, procedente la reforma a la misma a fin de cohonestarla con la Constitución Federal, como lo proponen los autores de la Iniciativa.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta procedente emitir el siguiente 

PROYECTO DE DECRETO

PRIMERO.- Por las razones expuestas, esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales estima pertinente la reforma a la fracción XLVI del Artículo 67 de la Constitución Política Local, a fin de cohonestarla con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo que a la protección federal para los estados se refiere.

SEGUNDO.-  La reforma debe quedar en los términos siguientes:

ARTÍCULO 67. Son atribuciones del Poder Legislativo:

I al XLV. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
XLVI. Solicitar la protección de los Poderes de la Unión, en los casos y términos establecidos por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

XLVII Y XLVIII. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo  Séptima   Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza,   Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ),  Diputado   Román A. Cepeda  González,   Diputado  Juan  Alejandro  de  Luna González,  Diputado Demetrio   A. Zuñiga Sánchez, Diputado  Guadalupe  Sergio  Resendíz  Boone,  Diputado  José  Ignacio  Máynez  Varela,  Diputado  Jesús   Manuel  Pérez  Valenzuela,  Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, a 3 de Abril de 2006.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

DIP. FRANCISCO SARACHO NAVARRO  
DIP. ROMÁN A. CEPEDA GONZÁLEZ

                COORDINADOR

DIP. JUAN ALEJANDRO DE LUNA GONZÁLEZ  
DIP. DEMETRIO A. ZÚÑIGA SÁNCHEZ

DIP. GUADALUPE SERGIO RESÉNDIZ BOONE
DIP. JOSÉ IGNACIO MÁYNEZ VARELA

DIP. JESÚS MANUEL PÉREZ VALENZUELA
DIP. VIRGILIO MALTOS LONG.

DIP. LORENZO DÁVILA HERNÁNDEZ.

Dictamen de la comisión de gobernación y puntos constitucionales con relación al expediente que se formo con motivo del oficio de los integrantes del Cabildo del  Ayuntamiento de Abasolo, Coahuila,  mediante el cual informa sobre el fallecimiento del  C. Sergio Enrique Treviño Ibarra, quien se desempeñaba como Presidente Municipal de dicho Ayuntamiento, para que, de acuerdo al procedimiento que corresponda sea nombrado por este Congreso el Interino que habrá de ocupar el cargo en cuestión.

R E S U L T A N D O

PRIMERO. Que este congreso con fecha 2 de mayo del año en curso, recibió  oficio de los integrantes del cabildo del Ayuntamiento de Abasolo  Coahuila, mediante el cual informan sobre el fallecimiento del C. Sergio Enrique Treviño Ibarra,  quien se desempeñaba como Presidente Municipal de dicho Ayuntamiento, acaecido el día 21 de Abril del año en curso, lo anterior, para que de acuerdo al procedimiento que corresponda sea nombrado por este Congreso el Interino que habrá de ocupar el cargo en cuestión.

SEGUNDO.  Que el escrito fue turnado a esta comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, para su estudio y dictamen y;

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Esta comisión es competente para emitir el presente Dictamen, lo anterior de  acuerdo  a  lo  previsto   por  los  artículos   103, 132,  y 144, de la Ley 

Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza. 

SEGUNDO.  Que el día 18 de Octubre de  del 2005 se publicó en el Periódico Oficial del Estado de Coahuila, la lista de integración de Cabildos de los Ayuntamientos electos que estarían  en funciones durante el periodo del 2006 – 2009.

TERCERO.  Que conforme al decreto mencionado, el C. Sergio Enrique Treviño Ibarra, fue electo para desempeñar el cargo de Presidente Municipal del Ayuntamiento de  Abasolo Coahuila.

CUARTO.  Que conforme al párrafo segundo del artículo 57 del Código Municipal,   es facultad del Congreso del Estado; nombrar a los interinos que cubran la falta absoluta dentro de los primeros seis meses del periodo correspondiente de los Presidentes Municipales de Ayuntamientos del Estado.

QUINTO.  En consecuencia esta comisión una vez que analizó el currículo correspondiente y el cual se anexa al presente dictamen, propone a la C. Lorena Patricia Rodríguez Vazquez para que el Pleno del Congreso del Estado; la designe como  Presidente Municipal Interino del Ayuntamiento de Abasolo, Coahuila.

En virtud de lo anterior, esta Comisión somete a consideración, discusión y, en su caso, aprobación, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

PRIMERO. Se declara vacante el cargo de Presidente Municipal del Ayuntamiento de Abasolo, Coahuila, lo anterior en virtud del fallecimiento del C. Sergio Enrique Treviño Ibarra.

SEGUNDO. Se designa a la C. Lorena Patricia Rodríguez Vazquez, Presidente Municipal Interino del Ayuntamiento de Abasolo, Coahuila, en sustitución del C. Sergio Enrique Treviño Ibarra.

TERCERO. Comuníquese en forma oficial al Ayuntamiento de Abasolo, Coahuila, la designación de la C. Lorena Patricia Rodríguez Vazquez, a efecto de que se le llame a rendir protesta y se incorpore a sus funciones como Presidente Municipal de dicho Ayuntamiento, así mismo comuníquese  lo anterior al Ejecutivo del Estado para los efectos procedentes. 

CUARTO. Comuníquese lo anterior al Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Coahuila, para que dentro del termino constitucional, Expida la convocatoria correspondiente, para la elección del Presidente Municipal que habrá de concluir el periodo.

T R A N S I T O R I O

UNICO. Publíquese el presente Decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Así lo acuerdan los integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Diputado Francisco Saracho Navarro (cordinador), Diputado Román Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio Zúñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendiz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela, Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández. Saltillo Coahuila, a 8 de Mayo de 2006.

Dip. Francisco Saracho Navarro  
Dip. Román Cepeda González..

Dip. Juan Alejandro de Luna González 
Dip. Demetrio Zúñiga Sánchez

Dip. Guadalupe Sergio Resendiz Boone 
Dip. José Ignacio Máynez Varela

Dip.  Jesús Manuel Pérez Valenzuela 
Dip. Virgilio Maltos Long

Dip. Lorenzo Dávila Hernández

DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa de reforma y adición al artículo 52 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila, propuesta por el Diputado César Flores Sosa, del Grupo Parlamentario  “ Vicente Fox Quesada ” del Partido Acción Nacional; y,

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 9 de abril del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, la Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales la Iniciativa de reforma y adición del artículo 52 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila, propuesta por el Diputado César Flores Sosa, del Grupo Parlamentario  “ Vicente Fox Quesada ” del Partido Acción Nacional; y,

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 97, 102 fracción I, 103 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- La Iniciativa de reforma y adición del artículo 52 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila, propuesta   por  el  Diputado  César   Flores  Sosa,  del  Grupo   Parlamentario   “ Vicente Fox 

Quesada ” del Partido Acción Nacional, se basa en las consideraciones siguientes:

“ Desde que el hombre se organizó en Sociedad, ha sido preocupación constante que las autoridades que los representan se rijan por el respeto a la normatividad existente, con la finalidad que no cometan abusos en el desempeño de sus funciones o cargo, con ese motivo la normatividad de cada organización social ha ido implementando figuras jurídicas denominadas delitos, adecuándolas a su medio, siendo conductas en las que pueden incurrir aquellas personas que desempeñan un cargo público.

La aplicación de sanciones a los servicios públicos puede servir de ejemplo para que los demás no incurran en conductas indebidas y la Administración Pública cumpla con su función principal que es el correcto desempeño de las funciones asignadas.

Es por lo tanto importante, seguir fortaleciendo a las instituciones como en este momento le corresponde a el Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Publica, en el cual se determine en las adecuaciones a la normatividad vigente para su eficaz y oportuno cumplimiento de sus resoluciones.

Por los motivos anteriormente señalados, así como el derecho por el cual comparezco y que aparece debidamente detallado en el cuerpo del presente documento, pongo a consideración del pleno la siguiente reforma a la LEY DE RESPONSABILIDAD DE LOS SERVIDORES PUBLICOS ESTATALES Y MUNICIPALES DEL ESTADO DE COAHUILA.”

TERCERO.-  Esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales advierte que la exposición de motivos de la Iniciativa que ahora se dictamina, no guarda congruencia con la reforma que se propone a la Ley de Responsabilidad de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila.

En efecto, en la mencionada exposición de motivos se establece que desde que el hombre se organizó en sociedad se ha procurado que la autoridad respete la ley, con la finalidad de que no abuse en  el  desempeño  de  sus funciones  y  que  por  ello  se  han  implementado  figuras jurídicas denominadas delitos, en las que pueden incurrir las personas que desempeñan un cargo público. Se asienta además que es por lo tanto importante seguir fortaleciendo las instituciones, como le corresponde en este momento al Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, para el eficaz  y oportuno cumplimiento de sus resoluciones.

Establecido lo anterior, conforme a la hermenéutica jurídica, son autores de la interpretación de la ley, el propio legislador, los jueces y los autores; correspondiendo así a lo que en derecho se conoce como interpretación auténtica de la ley, interpretación judicial e interpretación doctrinal.

Ahora bien, la primera de ellas, es la que corresponde al propio legislador, quien desentraña el alcance y contenido de la ley de la que es autor, lo que generalmente hace en la exposición de motivos  de las normas que formula o de aquellas cuya adición modificación o reforma propone, o bien a través de normas secundarias de carácter interpretativo.

Así pues, resulta  evidente que la adición que se propone al artículo 52 no implica una norma de carácter interpretativo y que la exposición de motivos  que la justifica, no se ajusta a la Iniciativa para adicionar el artículo 52 de la Ley de Responsabilidad de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila, que es una norma de naturaleza administrativa  y no penal, ya que se ubica en el Título Tercero de la ley en cita,  correspondiente a la responsabilidad administrativa de los servidores públicos; amen de que, el derecho penal nació como una rama del derecho público interno  para salvaguardar el orden social reprimiendo los delitos por medio de las penas, y no para sancionar a los servidores públicos, como parece desprenderse de la exposición de motivos que se analiza.

Por lo demás, y en lo que se refiere al fortalecimiento al Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, los artículos 21 y 22 de la Ley de Acceso a la Información Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, respectivamente establecen:

“ ARTÍCULO 21. EL SUJETO OBLIGADO DEL DERECHO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA. Todas las entidades y sus servidores públicos son sujetos obligados a proporcionar la información pública. 

Las entidades públicas tienen la obligación de administrar, conservar y preservar la documentación pública, en los términos de la ley de la materia.

La función de acceso a la información pública, se basa en los principios de constitucionalidad, legalidad, certeza, independencia, imparcialidad, objetividad y profesionalismo.

ARTÍCULO 22. EL PRINCIPIO DE RESPONSABILIDAD DEL SERVIDOR PÚBLICO. Todos los servidores públicos serán sujetos de responsabilidad y de sanción en caso de que no cumplan con las normas, políticas y acciones en la materia, en los términos de las disposiciones aplicables.”

Así las cosas, la Ley de la materia establece que todas las entidades y sus servidores públicos son sujetos obligados a proporcionar la información pública; y, que en caso de incumplir con las normas, políticas y acciones en la materia, serán sujetos de responsabilidad y de sanción; por ende, si la adición que se propone al artículo 52 de la Ley  de Responsabilidad de los Servidores Públicos Estatales y Municipales con una fracción XXIV, guarda el mismo sentido que las disposiciones antes mencionadas; por razón de orden y técnica legislativa, se hace innecesario establecer en una ley de responsabilidades, lo que es propio y específico de una Ley de Acceso a la Información Pública; y, que por añadidura, el supuesto objeto de adición  se encuentra previsto en dicha ley.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente emitir el siguiente

D I C T A M E N

ÚNICO.-  Por las razones expuestas, debe desestimarse la Iniciativa de Reforma al Artículo 52 de la Ley  de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila, que propone la adición de una fracción XXV a dicha norma, a efecto de que los servidores públicos cumplan con la mayor diligencia las resoluciones emitidas por el Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, toda vez que el supuesto normativo de referencia, se encuentra ya previsto en la ley de la materia, que es la de Acceso a la Información Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, a 8 de mayo de 2006.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

DIP. FRANCISCO SARACHO NAVARRO  
DIP. ROMÁN A. CEPEDA GONZÁLEZ

               COORDINADOR

DIP. JUAN ALEJANDRO DE LUNA GONZÁLEZ
DIP. DEMETRIO A. ZUÑIGA SÁNCHEZ

DIP. GUADALUPE SERGIO RESÉNDIZ BOONE
DIP. JOSÉ IGNACIO MÁYNEZ VARELA

DIP. JESÚS MANUEL PÉREZ VALENZUELA
DIP. VIRGILIO MALTOS LONG.

DIP. LORENZO DÁVILA HERNÁNDEZ





































